[bookmark: _Toc197529023][bookmark: _Toc208583199][bookmark: _Toc161868413][bookmark: _Toc125077119][bookmark: _Hlk172195560][bookmark: _Hlk506194274][image: ]


[image: Texto

Descripción generada automáticamente]


SCM-JG-51/2026




[image: Texto

Descripción generada automáticamente]

SCM-JG-51/2026





14

13
JUICIO GENERAL
EXPEDIENTE: SCM-JG-51/2026
MAGISTRADA: MARÍA CECILIA GUEVARA Y HERRERA
SECRETARIADO: JOSÉ EDUARDO VARGAS AGUILAR Y KAREM ROJO GARCIA[footnoteRef:1] [1:  Colaboró: Nirvan Alexis Guzmán Gilbón.] 

Ciudad de México, treinta de septiembre de dos mil veintiséis.
La Sala Regional Ciudad de México del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, en sesión pública, revoca el acuerdo de tres de septiembre del presente año, dictado por el Tribunal Electoral del Estado de Hidalgo[footnoteRef:2] en el que se impuso una multa a María Zorayda Robles Barrera en su calidad de presidenta Municipal de Apan, Hidalgo, como medida de apremio. [2:  ТЕЕН-JDC-092/2026 y su acumulado TEEH-JDC-093/2026.] 

ÍNDICE

GLOSARIO	1
I. ANTECEDENTES	2
II. COMPETENCIA	3
III. CAUSALES DE IMPROCEDENCIA	3
IV. REQUISITOS DE PROCEDENCIA	5
V. ESTUDIO DE FONDO	6
a. ¿Cuál es el contexto y materia de la controversia?	6
b. ¿Qué alega la actora?	8
c. ¿Qué decide la Sala Regional?	9
d. Efectos	15
VI. RESUELVE	16

[bookmark: _Toc197529013][bookmark: _Hlk48899605][bookmark: _Hlk158317333][bookmark: _Toc241749265]GLOSARIO
	Actora o promovente:
	María Zorayda Robles Barrera, en su calidad de presidenta Municipal de Apan, Hidalgo.

	Acto o acuerdo impugnado:
	El acuerdo de 3 de septiembre de 2026, dictado en el expediente ТЕЕН-JDC-092/2026 y acumulado TEEH-JDC-093/2026, mediante el cual se le impuso una multa a la actora como medida de apremio.

	Autoridad responsable o Tribunal local:
	Tribunal Electoral del Estado de Hidalgo.

	Constitución:
	Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

	Juicios de la ciudadanía local:
	ТЕЕН-JDC-092/2026 y su acumulado TEEH-JDC-093/2026.

	Ley de Medios:
	Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral.

	Sala Regional:
	Sala Regional del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, correspondiente a la IV Circunscripción Plurinominal, con sede en la Ciudad de México. 

	Sala Superior:
	Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación.


[bookmark: _Toc197529014][bookmark: _Toc241749266]I. ANTECEDENTES
1. Demandas locales. El once de agosto de dos mil veintiséis[footnoteRef:3], regidoras del Ayuntamiento de Apan, Hidalgo, controvirtieron los acuerdos aprobados por mayoría en los puntos 6 y 10 del orden del día de la sesión de cabildo del municipio en cuestión, relativos al pago y el finiquito de un trabajador y la autorización de la presidenta Municipal para suscribir un contrato de arrendamiento. [3:  Todas las fechas pertenecen al presente año, salvo precisión expresa.] 

2. Acumulación. El doce de agosto el Tribunal local ordenó acumular los medios de impugnación[footnoteRef:4] y requirió a la actora, diversa documentación relacionada con las sesiones del Ayuntamiento[footnoteRef:5], bajo apercibimiento de imponerle una medida de apremio. [4:  Corresponden a ТЕЕН-JDC-092/2026 y TEEH-JDC-093/2026.]  [5:  En específico, el acta de la 47.ª sesión ordinaria.] 

3. Informes circunstanciados. Los días diecisiete y veinte de agosto, las autoridades responsables rindieron sus informes circunstanciados; en ellos, la actora refirió haber adjuntado copia certificada del acta de sesión que le fue requerida por el Tribunal local.
4. Nuevo requerimiento. El uno de septiembre, el Tribunal local le requirió a la actora de nueva cuenta el acta correspondiente a la cuadragésima séptima sesión ordinaria del Ayuntamiento.
5. Determinación de la multa. El tres de septiembre, la autoridad responsable tuvo por incumplido en tiempo el requerimiento, hizo efectivo el apercibimiento e impuso a la promovente una multa[footnoteRef:6]. [6:  $2,932.75 (Dos mil novecientos treinta y dos pesos 75/100)] 

6. Notificación Dicho acuerdo fue notificado a la promovente el cuatro de septiembre.
7. Demanda. Inconforme con la medida de apremio impuesta, el catorce de septiembre, la presidenta Municipal controvirtió la demanda ante el Tribunal local.
8. Recepción y turno. En su oportunidad se recibió en esta Sala Regional la demanda y su anexo; se ordenó formar el expediente 
SCM-JG-51/2026 y turnarlo a la ponencia de la magistrada presidenta María Cecilia Guevara y Herrera[footnoteRef:7], quien radicó, admitió y en su momento cerró instrucción en su ponencia. [7:  Para los efectos establecidos en el artículo 19 de la Ley de Medios.] 

[bookmark: considerando][bookmark: _Toc241749267]II. COMPETENCIA
Esta Sala Regional es competente para conocer y resolver el presente asunto, por tratarse de un juicio promovido por una ciudadana, por propio derecho y en su carácter de presidenta Municipal, para impugnar el acuerdo del Tribunal Electoral del Estado de Hidalgo, que le impuso una medida de apremio, supuesto y ámbito territorial sobre los que esta Sala ejerce jurisdicción[footnoteRef:8]. [8:  Acorde a los Lineamientos Generales para la identificación e integración de expedientes del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación (emitidos el 22 de enero de 2025 por la magistrada presidenta de la Sala Superior), los cuales establecen que el juicio general es el medio de impugnación que sustituye al juicio electoral creado en los Lineamientos de 2014, para atender aquellos asuntos de orden jurisdiccional que no encuadren en alguno de los juicios y/o recursos contemplados en la Ley de Medios. Adicionalmente en el Acuerdo INE/CG130/2023 aprobado por el Consejo General del Instituto Nacional Electoral se estableció el ámbito territorial de cada circunscripción plurinominal y la ciudad cabecera.] 

[bookmark: _Toc241749268]III. CAUSALES DE IMPROCEDENCIA
El Tribunal local hace valer dos causales de improcedencia: a) la extemporaneidad de la demanda; y b) falta de afectación al interés jurídico de la actora. Ambas deben desestimarse.
A. Extemporaneidad
La responsable sostiene que el acuerdo impugnado se notificó el cuatro de septiembre y que, conforme al artículo 8 de la Ley de Medios, el plazo de cuatro días transcurrió del siete al diez de septiembre, de manera que la demanda presentada el catorce siguiente es extemporánea, señala que el artículo 372 del Código local no debe incidir en el cómputo del plazo federal.
El planteamiento no es atendible, esta Sala Regional ha sostenido[footnoteRef:9], que tratándose de actos del Tribunal local el cómputo debe efectuarse a partir de una interpretación sistemática de los artículos 7 y 8 de la Ley de Medios y 372 del Código local[footnoteRef:10], pues este último dispone el momento en que surten efectos las notificaciones practicadas por dicho órgano jurisdiccional. [9:  Por ejemplo, el SCM-JG-89/2025]  [10:  todos los actos y resoluciones que emitan el Tribunal Electoral y el Consejo General del Instituto Estatal Electoral deberán notificarse dentro de los tres días hábiles siguientes de aquél en que se dicten y surtirán sus efectos legales a partir del día siguiente en que se practiquen.”
] 

En el caso, la notificación se practicó el viernes cuatro de septiembre, al no estar la controversia vinculada con un proceso electoral en curso, el sábado cinco y domingo seis no son computables, por lo que la notificación surtió efectos el lunes siete. 
El plazo comenzó el martes ocho, y transcurrió de esa fecha al lunes catorce, debiendo excluir el viernes once de septiembre al ser declarado inhábil por el propio Tribunal local, así como el doce y trece al ser sábado y domingo. 
Lo cual se observa en la siguiente tabla:

	[bookmark: _Toc241749269]Domingo
	[bookmark: _Toc241749270]Lunes
	[bookmark: _Toc241749271]Martes
	[bookmark: _Toc241749272]Miércoles
	[bookmark: _Toc241749273]Jueves
	[bookmark: _Toc241749274]Viernes
	[bookmark: _Toc241749275]sábado

	
	[bookmark: _Toc241749276]4
(cuatro)
Notificación de la sentencia
	[bookmark: _Toc241749277]5
(cinco)
Inhábil

	[bookmark: _Toc241749278]6
(seis)
Inhábil
	[bookmark: _Toc241749279]7
(siete)
Surte efectos la notificación
	[bookmark: _Toc241749280]8
(ocho)
Primer día
	[bookmark: _Toc241749281]9
(nueve)
Segundo día 
	[bookmark: _Toc241749282]10
(diez)
Tercer día
	[bookmark: _Toc241749283]11
(once)
TEEH lo declaró inhábil 
	12
(doce)
Inhábil

	[bookmark: _Toc241749284]13
[bookmark: _Toc241749285](trece)
[bookmark: _Toc241749286]Inhábil
	[bookmark: _Toc241749287]14
[bookmark: _Toc241749288](catorce)
[bookmark: _Toc241749289]Presentación de la demanda 
	
	
	
	
	



B. Falta de afectación al interés jurídico
La responsable sostiene que el acuerdo de tres de septiembre no afecta el interés jurídico de la actora porque, conforme al artículo 116 de su Reglamento Interno, el magistrado instructor únicamente propone las medidas de apremio y corresponde a la Presidencia aplicarlas, por ello, afirma que el acto de aplicación se encuentra en un oficio posterior que no fue expresamente identificado en la demanda.
La causal en comento también deviene infundada.
Esto dado que el propio informe circunstanciado, se reconoce que la promovente cuenta con legitimación e interés jurídico por tratarse de la autoridad respecto de la cual se hizo efectivo el apercibimiento. 
En efecto, el interés deriva objetivamente de la afectación patrimonial que la actora atribuye a la determinación controvertida.
En efecto, la demanda identifica expresamente como acto impugnado el acuerdo de tres de septiembre y mediante el cual se impone una multa como medida de apremio y señala que ya cubrió el importe de $2,932.75, por lo que pide la restitución. 
Así, de la lectura integral de la demanda se obtiene con claridad que la pretensión comprende tanto la determinación que hizo efectivo el apercibimiento como sus actos de aplicación; en consecuencia, existe interés jurídico y debe desestimarse la causal[footnoteRef:11]. [11:  Al respecto, véase la jurisprudencia P./J. 135/2001 del Pleno de la Suprema Corte de rubro: IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. SI SE HACE VALER UNA CAUSAL QUE INVOLUCRA EL ESTUDIO DE FONDO DEL ASUNTO, DEBERÁ DESESTIMARSE.] 

[bookmark: _Toc241749290]IV. REQUISITOS DE PROCEDENCIA
1. Forma. La demanda se interpuso por escrito, consta el nombre y firma autógrafa de la promovente, se identifican el acuerdo impugnado, los hechos, los agravios y los preceptos presuntamente violados.
2. Oportunidad. La demanda se presentó en tiempo, conforme a las consideraciones apuntadas al desestimar la causal de extemporaneidad. ya que el acuerdo impugnado se notificó el cuatro de septiembre, por lo que el plazo legal de cuatro días transcurrió del martes ocho al catorce de septiembre, al presentarse la demanda el último mencionado, resulta oportuna. 
3. Legitimación e interés. Se satisfacen ambos extremos, pues la actora es una ciudadana que comparece por propio derecho y en su calidad de presidenta municipal del Ayuntamiento de Apan, Hidalgo, para controvertir un acuerdo mediante el cual se le impuso una medida de apremio consistente en una multa[footnoteRef:12]. [12:  De conformidad con la jurisprudencia 30/2016: LEGITIMACIÓN. LAS AUTORIDADES RESPONSABLES, POR EXCEPCIÓN, CUENTAN CON ELLA PARA IMPUGNAR LAS RESOLUCIONES QUE AFECTEN SU ÁMBITO INDIVIDUAL.] 

4. Definitividad. No existe otro medio de impugnación que deba agotarse previamente a esta instancia, por lo que el requisito está satisfecho.
[bookmark: _Toc240570186][bookmark: _Toc241749291]V. ESTUDIO DE FONDO
A fin de realizar el análisis de los planteamientos del caso, en primer lugar, se expondrá un breve contexto y la materia de la controversia; posteriormente se analizarán los agravios de la promovente conforme a las temáticas que plantea[footnoteRef:13]. [13:  De conformidad con la Jurisprudencia 4/2000 de rubro: AGRAVIOS, SU EXAMEN EN CONJUNTO O SEPARADO, NO CAUSA LESIÓN.] 

[bookmark: _Toc192006548][bookmark: _Toc199337292][bookmark: _Toc209085946][bookmark: _Toc227589608][bookmark: _Toc239029093][bookmark: _Toc231905440][bookmark: _Toc234508836][bookmark: _Toc241749292]a. ¿Cuál es el contexto y materia de la controversia?
El once de agosto, regidoras del Ayuntamiento de Apan, Hidalgo, controvirtieron los acuerdos aprobados por mayoría del Cabildo, relativos al pago y el finiquito de un trabajador y la autorización de la presidenta Municipal para suscribir un contrato de arrendamiento, de la sesión ordinaria de cinco de agosto.[footnoteRef:14] [14:  Cabe señalar que los juicios en cuestión ya fueron resueltos por la autoridad responsable el diez de septiembre pasado, en los que, entre otras cosas, se ordenó a la presidenta municipal realizar las gestiones necesarias para que se emitiera un adendum al acta de la sesión de cinco de agosto, incorporando que el voto de una regidora había sido a favor de turnar el asunto a la Comisión de Hacienda.] 

Durante la sustanciación de los juicios locales, la responsable requirió a la hoy actora en su calidad de presidenta municipal, para que exhibiera el acta de la cuadragésima séptima sesión ordinaria del Ayuntamiento.
Al dar contestación al requerimiento, la actora informó al Tribunal local que desde el veinte de agosto remitió copia certificada del acta correspondiente. 
En atención a un diverso requerimiento, la presidenta municipal, explicó la votación de los puntos 6 y 10, anexó información del Oficial Mayor y señaló que el acta requerida constaba en la hoja 28 de la copia certificada del acta de sesión.
En la misma fecha, el magistrado instructor consideró incumplido el requerimiento y ordenó nuevamente requerir copia certificada del acta de la cuadragésima séptima sesión ordinaria, celebrada el cinco de junio. 
Según la actora, al consultar al Oficial Mayor del ayuntamiento se le informó que ese día no se había celebrado sesión, lo que comunicó al Tribunal.
El uno de septiembre el Tribunal local formuló un nuevo requerimiento, para que exhibiera el acta de cinco de agosto; la actora afirmó que contestó que esa documental ya había sido presentada y se encontraba incorporada al expediente. 
No obstante, el tres de septiembre el magistrado instructor estimó que el requerimiento no había sido atendido, hizo efectivo el apercibimiento y ordenó que, a través de la Presidencia, se aplicara una multa.
Por ello, la materia de la controversia consiste en determinar si, en las circunstancias concretas, se actualizó un incumplimiento atribuible a la actora que justificara hacer efectivo el apercibimiento y aplicar la multa.
[bookmark: _Toc227589609][bookmark: _Toc239029094][bookmark: _Toc241749293]b. ¿Qué alega la actora?
i) Que no existió rebeldía o contumacia porque el acta requerida la exhibió desde el veinte de agosto.
ii) Resultaba ocioso exigir una segunda copia de un documento que ya obraba en autos. 
iii) El requerimiento de veintiséis de agosto se refirió al acta de cinco de junio, documento inexistente porque la sesión relevante se celebró el cinco de agosto, lo cual Informó al Tribunal local y posteriormente reiteró que el acta correcta ya estaba agregada al expediente; finalmente
iv) La multa y su cobro son ilegales porque las medidas de apremio tienen por objeto vencer una resistencia real al cumplimiento y no sancionar formalmente a quien no se ha negado a cumplir.
La causa de pedir consiste esencialmente en que nunca existió la resistencia o contumacia que justificara, la imposición de una medida de apremio.
Con base en ello, controvierte la multa por $2,932.75, su requerimiento de pago y cobro; por lo que solicita se deje sin efectos dicha medida y se le restituya la cantidad pagada.
La cuestión consiste en determinar si fue jurídicamente válido hacer efectivo el apercibimiento y aplicar una multa a la actora por no remitir nuevamente la copia certificada del acta de la cuadragésima séptima sesión ordinaria.
[bookmark: _Toc227589610][bookmark: _Toc239029095][bookmark: _Toc241749294]c. ¿Qué decide la Sala Regional?
[bookmark: _Toc241074046][bookmark: _Toc241749295]Se propone revocar el acuerdo impugnado, para dejar sin efectos la multa impuesta a la parte actora, y por tanto, de ser el caso, se realicen las actuaciones y necesarias para la restitución del importe pagado. 
[bookmark: _Toc227589611]	Justificación
· Marco normativo
Esta Sala Regional, ha considerado que los órganos jurisdiccionales cuentan con facultades para hacer cumplir sus determinaciones mediante la imposición de medidas de apremio, las cuales tienen un papel relevante dentro del proceso, pues permiten lograr la consecución de sus fines y garantizar la eficacia de las resoluciones jurisdiccionales, de conformidad con la jurisprudencia 41/2024[footnoteRef:15] de la Sala Superior, que a la letra señala lo siguiente:  [15:  De rubro: MEDIOS DE APREMIO. JUSTIFICACIÓN DE SU APLICACIÓN.] 

"Los medios de apremio están destinados a hacer efectivo coactivamente el mandato contenido en una resolución de una autoridad jurisdiccional, que es desobedecida por la persona destinataria, y que, ante un eventual desacato a sus determinaciones, está facultada para hacer valer su autoridad a través de estos; en la inteligencia de que su uso no es absoluto sino limitado a aquellos casos en los que necesariamente deban utilizarse; para ello, se requiere justificar legalmente dicha aplicación, considerando: a) la necesidad que se dé la existencia previa del apercibimiento respectivo -advertencia-; b) que conste en forma indubitable que a quien se pretenda imponer la medida correspondiente, conozca a qué se expone en caso de desacato o resistencia a lo que ordena la autoridad judicial; y c) que la persona a quien se imponga la sanción sea la que efectivamente se haya opuesto a la diligencia u orden de que se trate y no persona distinta". 

Así, la Sala Superior ha reconocido que la imposición de una medida de apremio constituye una facultad legítima de los órganos jurisdiccionales para hacer cumplir sus determinaciones; y su aplicación exige, entre otros aspectos, que esta recaiga en la persona que efectivamente incumplió u obstaculizó el cumplimiento de la orden jurisdiccional.
Por ello, ha sido criterio del Tribunal Electoral que los medios de apremio están destinados a hacer efectivo coactivamente el mandato contenido en una resolución de una autoridad jurisdiccional, ante un eventual desacato a sus determinaciones; En la inteligencia de que su uso no es absoluto sino limitado a aquellos casos en los que necesariamente se justifique, considerando:
a) La necesidad de que exista un apercibimiento previo-advertencia-.

b) Que conste en forma indubitable que a quien se pretenda imponer la medida, conozca a qué se expone en caso de desacato o resistencia a lo ordena por la autoridad judicial, y

c) Que la persona a quien se imponga la medida de apremio sea la que efectivamente se haya opuesto o incumpla la diligencia u orden de que se trate y no persona distinta.

En otras palabras, aun cuando los tribunales cuentan con amplias facultades para dictar medidas cautelares y hacerlas cumplir mediante medidas de apremio, la imposición de una sanción personal exige que la autoridad precise las razones por las cuales la persona obligada a realizar determinada conducta mantuvo u obstaculizó el cumplimiento de la orden judicial.
· Estudio de los agravios 
El estudio de los agravios se hará en forma conjunta, al estar estrechamente vinculados, lo que no le genera agravio a la parte actora porque con independencia del orden de análisis lo trascendente es que esta Sala Regional analice todos los motivos de inconformidad que se plantean[footnoteRef:16]. [16:  Resulta aplicable la jurisprudencia 4/2000, de rubro: AGRAVIOS, SU EXAMEN EN CONJUNTO O SEPARADO, NO CAUSA LESIÓN.] 

[bookmark: _Toc239029096]Los agravios son sustancialmente fundados y suficientes para revocar el acuerdo impugnado y los actos derivados del mismo.
En primer término, debe precisarse que, en el caso, no se encuentra cuestionada la facultad del Tribunal local para adoptar alguna medida destinada a hacer cumplir sus determinaciones. 
También es cierto que, cuando la legislación establece diversas medidas sin imponer un orden específico, la autoridad jurisdiccional cuenta con un margen para seleccionar la que considere eficaz. 
Sin embargo, esa discrecionalidad no elimina el deber de respetar los principios de legalidad y certeza, ni la obligación de expresar las razones que justifican la imposición de la medida a partir de las circunstancias concretas.
En el caso, se considera que la medida de apremio impuesta no se encuentra justificada debidamente por la responsable.
En primer lugar, es menester señalar que, con escrito de catorce de agosto[footnoteRef:17], recibido el diecisiete siguiente, la regidora, rindió el informe circunstanciado.  [17:  Foja 032, del accesorio único.] 

El veinte de agosto, la hoy actora, en su calidad de presidenta municipal, rindió el informe circunstanciado respecto de la demanda incoada por las ciudadanas regidoras. 
En la certificación hecha por la oficialía de partes del Tribunal local, en el punto 4, refiere “COPIA CERTIFICADA DEL ACTA DE LA CUADRAGÉSIMA SÉPTIMA SESIÓN ORDINARIA CONSISTENTE EN 33 TREINTA Y TRES FOJAS”[footnoteRef:18]. [18:  Reverso de la foja 041, del accesorio único.] 

Posteriormente, el veinte de agosto, el magistrado instructor, requirió[footnoteRef:19] a la hoy actora lo siguiente: [19:  Foja 108, del accesorio único.] 

“(...)Den la misma línea, del análisis del informe circunstanciado y de las constancias, se aprecian deficiencias en el contenido del mismo, por lo que se le solicita que INFORME y ANEXE en su caso, las constancias que sean necesarias respecto de: 
a) Describa específicamente como quedó la votación de los puntos 6 y 10, en la Cuadragésima Séptima sesión ordinaria del Ayuntamiento. 
b) Anexe, en su Caso oficio del Secretario Municipal u Oficial Mayor, donde especifique el sentido de la votación de las Regidoras. 
c) Remita en caso de existir: Reglamento Interior del Ayuntamiento y/o Reglamento Interno de Sesiones del Ayuntamiento y/o Acuerdo (s) aprobado(s) para el desarrollo de las sesiones, la emisión de voto y modalidad(…)”.
El veintiséis de agosto[footnoteRef:20], la parte actora proporcionó información sobre las votaciones, anexó el oficio del Oficial Mayor y señaló que la información requerida constaba en la hoja 28 de la copia certificada del acta se sesión correspondiente.  [20:  Foja 108, del accesorio único.] 

El propio veintiséis de agosto, el magistrado instructor requirió[footnoteRef:21] de nueva cuenta, el punto tercero del acuerdo de veinte de agosto y se solicitó copia certificada del acta de la cuadragésima séptima sesión ordinaria de fecha cinco de junio-siendo lo correcto que se celebró el cinco de agosto-. [21:  Foja 115, del accesorio único.] 

Esta circunstancia es relevante, dado que el mandato que sirve de presupuesto para la imposición de la medida de apremio debe ser suficientemente claro respecto de la conducta exigida.
En ese sentido, la actora, presentó, un escrito el treinta y uno de agosto[footnoteRef:22], en el cual señaló que había dado contestación a lo requerido el veintiséis de agosto, haciendo referencia a que el cinco de junio no se celebró alguna sesión de cabildo, por lo cual estaba, imposibilitaba remitir un acta con esa fecha. [22:  Foja 119, del accesorio único.] 

En este punto, debe considerarse que no existe por parte la parte actora una negativa injustificada para cumplir con lo solicitado por la autoridad responsable. 
Por lo que, se considera que, frente a la respuesta de la promovente, correspondía al instructor esclarecer el error y precisar qué documental necesitaba.
El uno de septiembre, el magistrado instructor requirió nuevamente[footnoteRef:23], en el cual, solicitó el acta de la Cuadragésima Séptima sesión ordinaria del Ayuntamiento de cinco de agosto, dando para ello un plazo de seis horas para el cumplimiento, con el apercibimiento que de no cumplir se le impondrían una de las medidas de apremio del Código local, precisando que por error en el acuerdo previo se había señalado el mes de junio. [23:  Foja 120, del accesorio único.] 

En acatamiento a dicho requerimiento, hizo saber a la autoridad responsable que dicha documental ya obraba en autos desde el veinte de agosto. Para esta Sala Regional, dicha manifestación no podía ser ignorada al momento de decidir si existía o no incumplimiento, por lo que debió valorarse en el acuerdo de tres de septiembre hoy impugnado. 
El tres de septiembre[footnoteRef:24], el magistrado instructor del Tribunal local sostuvo que, había vencido el plazo para cumplir con lo requerido, sin que se hubiera remitido la copia certificada de la multicitada acta de sesión ordinaria.   [24:  Foja 124, del accesorio único.
] 

Por lo que hizo efectivo el apercibimiento decretado en el acuerdo de uno de septiembre e impuso la medida de apremio consistente en una multa, la cual sería individualizada al momento de su ejecución.
Aunado a esta medida de apremio, se requirió nuevamente a la hoy actora, para que, en un plazo de seis horas, remitiera la copia certificada, apercibida de que, de no dar cumplimiento se haría acreedora a una nueva medida de apremio más severa. 
Sin embargo, en el acuerdo de referencia, no explica si en el expediente obraba la aludida documental como lo sostuvo la presidenta municipal o por qué la copia previamente presentada era insuficiente, y justificaba requerirla de nuevo.
Esta omisión es relevante porque el presupuesto de una medida de apremio no puede reducirse a constatar formalmente que una persona fue contumaz en la negativa de presentar un documento en el plazo concedido.
Porque si la finalidad del requerimiento consistía en que el órgano jurisdiccional contara con la copia certificada del acta y ésta ya estaba a su disposición, debía explicarse por qué subsistía el incumplimiento material.
Esto es, la facultad para imponer una medida de apremio no convierte cualquier incumplimiento formal en contumacia, para ello, esta Sala Regional estima necesario que deba existir una derivada de la resistencia real de incumplir una frente a una determinación clara y exigible.
En el expediente existían elementos que exigían una valoración adicional, como lo es la manifestación de cumplimiento realizada el veintiséis de agosto, en la que se exhibió la copia certificada del acta, el error en el señalamiento del mes en el que llevó la sesión de cabildo y la posterior manifestación de que la documental ya obraba en autos.
Ante esas circunstancias, el Tribunal local debía verificar las constancias y motivar por qué, pese a ellas, persistía una conducta de incumplimiento que justificaba utilizar la potestad coercitiva.
No pasa inadvertido que, en su informe circunstanciado, la responsable sostiene que los agravios son inoperantes porque la actora no combate las razones de la individualización de la multa, pero nada señala respecto a lo analizado de los actos de cumplimiento de la parte actora.
Esto es así, dado que la controversia planteada por la actora se dirige contra un momento anterior a la individualización de la medida de apremio, al sostener que nunca se actualizó el incumplimiento que permitía hacer efectivo el apercibimiento. 
Si esa determinación originaria carece de justificación suficiente, y por tanto es ilegal como lo hizo ver la actora, por lo que, los actos posteriores relacionados con la individualización y el cobró la multa quedan sin sustento por ser consecuencia de aquélla.
Así, resulta innecesario analizar de manera autónoma si el monto fijado, fue correctamente individualizado, porque la conclusión alcanzada se refiere a la inexistencia de una justificación suficiente para hacer efectiva la medida de apremio desde el acuerdo de origen.
[bookmark: _Toc241749296]d. Efectos
En consecuencia, al resultar fundado el agravio de la actora, relacionado con la ilegalidad del acuerdo, lo procedente es revocar, en lo que fue materia de impugnación, el acuerdo de tres de septiembre y dejar sin efectos los actos de individualización y cobro que deriven exclusivamente de la medida de apremio. 
Si se encuentra acreditado el pago de $2,932.75(Dos mil novecientos treinta y dos pesos 75/100), el Tribunal local deberá realizar, dentro del ámbito de sus atribuciones, las gestiones necesarias para su restitución y comunicar el cumplimiento a esta Sala Regional.
Esta determinación no limita las facultades del Tribunal local para formular los requerimientos necesarios para la adecuada sustanciación de los asuntos de origen, ni para emplear medidas de apremio cuando exista un incumplimiento real y atribuible, únicamente exige que, antes de ejercer esa potestad, el mandato sea claro y se valoren integralmente las constancias relevantes para establecer la existencia de incumplimiento.
Por lo expuesto y fundado se:
[bookmark: _Toc231905441][bookmark: _Toc234508837][bookmark: _Toc239029097][bookmark: _Toc241749297]VI. RESUELVE
ÚNICO. Se revoca el acuerdo impugnado para los efectos precisados en la ejecutoria.
Notifíquese en términos de ley.
En su oportunidad, archívese el presente expediente como asunto concluido y, en su caso, hágase la devolución de la documentación atinente.
Así lo resolvieron, por unanimidad de votos, las magistradas y el magistrado que integran la Sala Regional Ciudad de México del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, ante el secretario general de acuerdos, quien autoriza y da fe de la presente resolución, así como de que esta se firma de manera electrónica.
Este documento es una representación gráfica autorizada mediante firma electrónica certificada, el cual tiene plena validez jurídica de conformidad con los numerales segundo y cuarto del Acuerdo General de la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación 3/2020, por el que se implementa la firma electrónica certificada del Poder Judicial de la Federación en los acuerdos, resoluciones y sentencias que se dicten con motivo del trámite, turno, sustanciación y resolución de los medios de impugnación en materia electoral.
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TEMÁTICA 

 

Se 

revoca

 la medida de apremio impuesta. 

Imposición de multas como medidas de 

apremio. 

1. Demandas locales: El 11 de agosto, regidoras del Ayuntamiento de Apan, Hidalgo, 

promovieron juicios de la ciudadanía local contra diversos acuerdos aprobados en cabildo.  

2. Requerimiento e informe: El 12 de agosto el Tribunal local requirió documentación a la actora 

bajo apercibimiento. El 20 de agosto la actora rindió su informe, adjuntando copia certificada 

del acta de la 47ª sesión ordinaria (celebrada el 5 de agosto). 

3. Requerimientos con inconsistencias: El 26 de agosto el Tribunal local requirió a la actora copia 

del acta, pero indicó erróneamente, con fecha de "5 de junio". La actora aclaró que no hubo 

sesión en esa fecha. El 1º de septiembre el Tribunal corrigió el error y le requirió nuevamente 

el acta de 5 de agosto; la actora señaló que esta ya constaba en el expediente.  

4. Determinación de la multa: El 3 de septiembre, el Tribunal local tuvo por incumplido el 

requerimiento, hizo efectivo el apercibimiento e impuso a la actora una multa de $2,932.75 M.N.   

 

5. Juicio general federal: Inconforme, el 14 de septiembre la actora promovió juicio ante esta 

Sala Regional. 

ANÁLISIS

 

PARTES

 

DECISIÓN

 

Actora: María Zorayda Robles Barrera, en su 

calidad de presidenta Municipal. 

Responsable: Tribunal Electoral del Estado de 

Hidalgo. 

 

SCM-JG-51/2026  

La actora pretende la revocación de la multa impuesta y restitución del pago realizado. Con el estudio 

de fondo se determinó lo siguiente: 

Inexistencia de contumacia o resistencia real: Las medidas de apremio son facultades coactivas 

destinadas para vencer una resistencia real e injustificada frente a un mandato judicial claro. En el 

caso no existió rebeldía, ya que la documentación requerida (la copia certificada del acta de la 47ª 

sesión ordinaria) ya obraba en el expediente desde el 20 de agosto. 

Falta de motivación del Tribunal local: Antes de imponer la sanción, la autoridad responsable omitió 

verificar las constancias del expediente y no justificó por qué la copia previamente integrada resultaba 

insuficiente o por qué era materialmente necesario volverla a exigir bajo amenaza de medida de 

apremio.  

Consecuencia jurídica: Al carecer de justificación la determinación de hacer efectivo el 

apercibimiento, los actos posteriores de individualización y cobro de la multa quedan sin sustento. 

ANTECEDENTES
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